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I.   NOVEDADES NORMATIVAS.

1.  Estado.

Novedades desde el mes de diciembre de 2017.
→ Orden HFP/1298/2017, de 26 de diciembre, por la que se publican los límites de los distintos tipos de contratos a efectos de la contratación del sector público a partir del 1 de enero de 2018 (BOE núm. 316, de 29 de diciembre de 2017). La modificación de las tres directivas comunitarias de contratación en lo que se refiere a los umbrales de aplicación en los procedimientos de adjudicación de contratos a partir del 1 de enero de 2018, supone la modificación de la Ley 9/2017 de contratos del Sector Público, con la peculiaridad de que la misma aún no había entrado en vigor:
«Artículo 2. Modificación de umbrales a efectos de aplicación de los procedimientos de contratación en la Ley 9/2017: A partir del 1 de enero de 2018 las cifras que figuran en la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público, por la que se transponen al ordenamiento jurídico español las Directivas del Parlamento Europeo y del Consejo 2014/23/UE y 2014/24/UE, de 26 de febrero de 2014, en los artículos que se expresan a continuación, deben ser sustituidas por las que determinan los Reglamentos Delegados (UE) números 2017/2365 y 2017/2366 de la Comisión, de 18 de diciembre de 2017, por los que se modifican respectivamente, las Directivas, 2014/24/UE y 2014/23/UE, del Parlamento Europeo y del Consejo, en lo que concierne a sus umbrales de aplicación en materia de procedimientos de adjudicación de contratos, en los siguientes términos: a) La cifra de 5.225.000 euros por la de 5.548 000 euros, en los artículos 20.1; 23.1.a) y 318 b). b) La cifra de 209.000 euros por la de 221 000 euros, en los artículos 21.1.b); 22.1.b); 23.1.b) y 318 b). c) La cifra de 135.000 euros por la de 144.000 euros en los artículos 21.1.a) y 22.1.a).»
→ Real Decreto 75/2018, de 19 de febrero, por el que se establece la relación de componentes básicos de costes y las fórmulas tipo generales de revisión de precios de los contratos de transporte regular de viajeros por carretera (BOE núm. 53, de 1 de marzo de 2018).
2.  Comunidades Autónomas.
2.1. Comunidad Autónoma de Aragón.
→ ORDEN HAP/188/2018, de 1 de febrero, por la que se regula la Plataforma de Contratación del Sector Público de la Comunidad Autónoma de Aragón y la publicación de los datos e informaciones referentes a la actividad contractual de los órganos de contratación del sector público de Aragón a través de Internet (BOA 14 de febrero de 2018).
II.- NOVEDADES JURISPRUDENCIALES.
Las Sentencias que a continuación se reseñan comprenden el periodo temporal comprendido entre el día 1 diciembre de 2017 y el día 31 de enero de 2018 y figuran en el repertorio de ARANZADI, al que expresamente se hace referencia.

TRIBUNAL SUPREMO.-
- STS 1908/2017, de 5 de diciembre ( RJ/2017/5884). Reequilibrio económico de la concesión. Riesgo y ventura del contratista.
Dictada con motivo de recurso de casación interpuesto contra la SAN por la que se desestima el recurso deducido frente a la desestimación presunta por silencio administrativo del recurso de alzada interpuesto frente a la resolución de la Delegación del Gobierno en las sociedades concesionarias de autopistas nacionales de peaje, que desestimó las pretensiones de solicitud de reequilibrio económico de la concesión.

La sentencia de instancia desestimó las pretensiones indemnizatorias por reequilibrio económico financiero de la concesión de autopista de peaje como consecuencia de la afluencia de un nivel de tráfico notablemente inferior al previsto por la Administración y por el concesionario. El TS confirma la Sentencia, desde la premisa de que no se trata de definir en abstracto si el contrato puede modularse restableciendo el equilibrio económico ante la aparición de un riesgo imprevisible, circunstancia que nadie niega, sino de establecer si en el presente caso estamos ante una circunstancia de este tipo. Ninguna duda existe de que una característica del contrato de concesión es el riesgo y ventura del contratista y que aquel se refiere a acontecimientos ajenos a la esfera de la actuación de las partes contratantes, eliminando con ello lo que provenga de su propio actuar.

En el supuesto enjuiciado ninguna duda existe que la merma de flujos de vehículos no constituye riesgo imprevisible, sino que tal y como ha afirmado en jurisprudencia anterior analizada en este Seminario es consecuencia del riesgo y ventura contractual que la licitadora debió examinar y así hizo al participar en el concurso. En el PCAP se preveía la elaboración de una memoria por el licitador en el que se analizara el tráfico previsto y se establecía que el concesionario asume el riesgo y ventura de la evolución del tráfico sin que pueda reclamarse de la administración compensación alguna por el hecho de que aquella difiera de lo previsto por la Administración o el contratante. Los estudios de viabilidad de la autopista han de prever no solo el alza sino también las circunstancias económicas que pueden provocar la disminución del consumo.

En consecuencia desestima el recurso y confirma la sentencia de instancia, de acuerdo con doctrina consolidada.

- STS  95/2017, de 2 de enero. ( JUR/2018/35923). Determinación del dies a quo para la interposición de recurso especial en materia de contratación contra aprobación de PCAP.
Dictada con motivo de recurso de casación interpuesto contra Sentencia del TSJ de Murcia desestimatoria por extemporáneo del recurso contencioso administrativo que impugnaba acuerdo de la Junta de Gobierno del Ayuntamiento de Alhama de Murcia que resolvía el recurso especial en materia de contratación deducido contra el acuerdo de la Junta de Gobierno Local que  aprobaba los PCAP para la licitación del contrato de servicios de limpieza y mantenimiento de zonas verdes.

La cuestión controvertida en ambas instancias se reduce a determinar si el recurso especial se interpuso de forma extemporánea como consideró la Sentencia de instancia y el acuerdo recurrido.

El anuncio de licitación se publico en el BORM el día 30 de marzo de 2012 y en el se indicaba que la documentación correspondiente se encontraba en la secretaría del Ayuntamiento y en el perfil del contratante, constando en el expediente que ese mismo día se incluyeron en dicho sitio el PCAP. La actora interpuso recurso especial el 7 de mayo de 2012, día que finalizaba el plazo de presentación de ofertas.

La Sala confirma la Sentencia de instancia, por considerar que cuando el articulo 44.2 TRLCSP se refiere al plazo para interponer el meritado recurso cuando se impugna el contenido de los PCAP establece que los 15 días hábiles se contarán desde el día siguiente a aquel en que hubieran sido recibidos o puestos a disposición de los licitadores conforme al articulo 158 TRLCSP. Dicho artículo dispone que los pliegos y cualquier documentación se envíen a los licitadores en el plazo de seis días a partir del que se recibió su solicitud en dicho sentido, si se hubiera realizado antes de la expiración del plazo de la presentación de ofertas.

En consecuencia el cómputo de los plazos será de manera diferente según se haya enviado previa solicitud la documentación o se hubiera puesto a disposición de los licitadores mediante los medios técnicos indicados en el articulo 158.1. Si fuere en este último el caso, como lo es en el supuesto enjuiciado, será la fecha de la puesta a disposición la que cuente.

La actora presento recurso habiendo transcurrido con creces dicho plazo. El anuncio se publicó en el BORM en el que se indicaba que la información se encontraba en el perfil del contratante, está acreditado que con idéntica fecha se incluyó en el mismo, no hay constancia que se solicitara la remisión de documentación por parte de ningún licitador, ni por parte de la actora, en consecuencia la interposición ha resultado extemporánea. 

En consecuencia desestima el recurso y confirma la Sentencia de instancia.

· STS 98/2017, de 29 de enero ( JUR/2018735890). Fraccionamiento en lotes
Dictada con motivo de recurso de casación interpuesto contra STSJ de Andalucía que desestimaba el recurso interpuesto contra la resolución del TARC de la Junta de Andalucía por la que se estimaba parcialmente el recurso especial en materia de contratación contra el PCAP el PPT del Acuerdo Marco de Homologación para selección de principios activos para determinadas indicaciones del Catalogo de Bienes y Servicios del Servicio Andaluz de Salud.

La Resolución del TARC estimó en parte el recurso especial en materia de contratación en relación con la inclusión de criterios de adjudicación no vinculados con el objeto del contrato, con criterios de valoración no determinados claramente y criterios de adjudicación que no estaban dirigidos a identificar la oferta más ventajosa. En cambio desestimó los motivos que sostenían que se vulneraba el articulo 86.3 TRLCSP dado que dividían en lotes el objeto del contrato sin que hubiere justificación para ello por incluir productos que no constituyen una unidad funcional y no venir exigido por la naturaleza del contrato. Por su parte la sentencia de instancia desestimó el recurso contencioso administrativo interpuesto y confirmó la resolución del TARC en todos sus extremos.

A juicio de la Sala la cuestión controvertida con motivo del recurso de casación se centra en determinar si es posible mantener la validez de la fragmentación del objeto del contrato cuando uno de sus lotes reúne dos principios activos distintos de medicamentos biológicos, circunstancia ésta que determina que se imponga la equivalencia de dos medicamentos distintos y que no pueda apreciarse la existencia de una unidad funcional susceptible de realización independiente que permita la fragmentación del objeto del contrato, fragmentación que no es exigida por la naturaleza del objeto del contrato y que no está justificada motivadamente en el expediente de contratación. De forma que si el objeto del contrato es la selección de principios activos el contrato debería haberse dividido en lotes definidos en función de cada uno de los principios activos de los medicamentos que pretenden adquirirse y no en función de la indicación terapéutica para la que sirven los principios activos que se enumeran y están incluidos en el mismo subgrupo terapéutico.

La Sala estima en parte el recurso de casación, pues los medicamentos que integran el lote controvertido están dirigidos a tratar una misma patología de ahí que se les pueda integrar en el mismo subgrupo terapéutico, pero no puede negarse que los productos o principios activos siendo diferentes han sido autorizados con indicaciones terapéuticas diferentes, entendidas éstas como la descripción de la enfermedad que se va a tratar con un medicamento y la población a la que va dirigido. Las indicaciones terapéuticas de los citados principios activos son diferentes puesto que mientras el primero está destinado a pacientes adultos de 18 años o mas el segundo lo está tanto para adultos como pacientes pediátricos, y el primero se indicaba cuando no hubiera respondido de forma satisfactoria a una tratamiento previo con interfon beta o con acetato glatiramero y el segundo solo está indicado ante la falta de respuesta satisfactoria en el primer caso.

Por ello la Sala considera que la lógica de la regulación sanitaria impone como más correcta la interpretación del órgano de contratación identificando para la elaboración de lotes el principio activo y no las aplicaciones terapéuticas o los efectos, y pero por ello mismo considera que no concurre la unidad funcional apreciada por la administración por lo que debe ser anulado.

En consecuencia estima parcialmente el recurso.

TRIBUNAL SUPERIOR DE JUSTICIA DE ARAGÓN
Sts. 559/2017, de 22 diciembre. ( JUR/2018/32986). Abono de intereses
Dictada con motivo de recurso de apelación interpuesto contra Sentencia del Juzgado contencioso administrativo número 4 de Zaragoza por la que se estima parcialmente recurso deducido frente  resolución del ayuntamiento de La Muela y se reconoce a la actora el derecho a que se le abone por el Ayuntamiento la suma de 425.910 euros con los intereses legales calculados de la forma que se dispone en la Sentencia.

La sentencia de instancia entiende que no se niega el principal de la deuda, ya que existe un pacto al respecto entre las partes, que califica como reconocimiento de deuda, versando la controversia sobre el abono de los intereses, que los acuerda desde el día 29 de mayo de 2012 y desde cada vencimiento.

La actora y recurrente pretende la revocación parcial de la sentencia y el reconocimiento del pago de los intereses legales de demora desde el dia 7 de abril de 2011 o subsidiariamente desde el 31 de diciembre de 2013.

La Sala desestima el recurso por entender que la sentencia interpreta adecuadamente el pacto suscrito entre las partes concernidas. En el mismo se reconoce una deuda del Ayuntamiento de La Muela y se pacta una forma de cumplimiento de la misma. Se pacta un plan de pagos, estableciéndose en la cláusula 7ª que el cumplimiento del plan supone dejar saldada la deuda impidiendo reclamación por otros conceptos frente al Ayuntamiento. Esta circunstancia unida a la no previsión de deuda alguna por la capitalización de los intereses debidos desde el requerimiento extrajudicial del pago efectuado en el año 2011,  impide el cómputo de intereses de mora desde una fecha anterior al acuerdo mismo, como consecuencia del incumplimiento del plan de pagos a partir de 2013. 

Tampoco se prevé cláusula de vencimiento anticipado ante el impago de uno de los plazos pactados, de manera que pese al impago de alguno de ellos, el plan y el acuerdo que los establece debía seguir y seguía en vigor hasta el año 2015, momento previsto para la extinción de la deuda.  El impago de alguno de ellos no impedía el pago tardío, con su imputación de pago y  deber de abono de intereses moratorios. Por ello el interés de demora correspondiente a cada incumplimiento comienza a contarse desde el momento en que finaliza  cada plazo de los pactados y no antes, tal y como establece la sentencia de instancia.

En consecuencia desestima el recurso.

· Sts. 523/2017, 13 de diciembre. ( JUR/2018/15823).  Legitimación ejercicio de acciones en nombre de UTE. Distinción con otros supuestos.
Dictada con motivo del recurso contencioso administrativo interpuesto contra el Acuerdo del TACPA por el que se estima el recurso especial interpuesto por dos mercantiles frente a la orden del Departamento de Obras Publicas del GA que adjudicaba el contrato de acondicionamiento de la carretera de Fraga a Huesca, y anula la adjudicación  y la retroacción de las actuaciones al momento anterior a la misma debiendo acordarse la exclusión de la propuesta presentada por dos mercantiles con el compromiso de constituir una UTE por carecer de la solvencia exigida, al carecer la UTE de clasificación empresarial en el momento de la adjudicación del contrato.

El recurso lo interpone una de las empresas integrantes de la UTE a cuya oferta se propone la adjudicación del contrato, y la Sala considera que no tiene legitimación ya que debió haberlo interpuesto la UTE adjudicataria del contrato. A su juicio las empresas que integran la asociación no poseen a titulo individual relevancia jurídica, puesto que no han concurrido como tales al concurso. El interés económico y empresarial individual de cada una de las empresas asociadas es  meramente derivado del común de la agrupación de empresas, única que ha participado en el concurso.

En concreto la Sala argumenta  que el supuesto de la UTE no tiene relación con otros en los que intervienen entidades con caracteres jurídicos diversos. Así no puede equiparse el supuesto de la agrupación de empresas con colectivos indeterminados cuyos intereses difusos pueden ser postulados por cualquiera de los sujetos pertenecientes a tales colectivos. En concreto afirma que no se trata de intereses difusos sino de un haz de derechos y obligaciones determinadas derivados de la hipotética adjudicación o de la denegación y que necesariamente afectan a la totalidad de las empresas que integran la agrupación. Asimismo lo diferencia del supuesto de cotitularidad de bienes o derechos, en los que si admite el ejercicio del derecho por uno o por varios de ellos.

Afirma que la acción procesal pretendida no solo conlleva presuntos beneficios empresariales sino también obligaciones positivas y el consiguiente riesgo económico de toda actividad empresarial, que afectarían a sujetos que no ejercitado acción procesal alguna pudiendo hacerlo. Resulta insuficiente que el resto de las empresas integrantes de la agrupación no hayan manifestado su voluntad contraria a la interposición del recurso y ello porque la forma jurídica colegiada libremente escogida por todas las empresas para participar en el concurso requería que fuese ese mismo colectivo de miembros determinados el que actuase en defensa de un interés legitimo que necesariamente les incluye a todos.

Por ultimo entiende que esta inadmisión no vulnera jurisprudencia constitucional respecto de derecho al proceso y a la noción de interés público. En cuanto al interés porque corresponde a la asociación empresarial y en cuanto al acceso a la jurisdicción  ha de ejercitarse de acuerdo con los requisitos procesales  previstos por el ordenamiento jurídico. 

III.- TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE CONTRATOS PUBLICOS DE ARAGON

Debemos dar cuenta de la Memora Final de su mandato (11 de marzo de 2011 a 31 de diciembre de 2017) elaborada por el TACPA con dicho motivo.


Asimismo de los Acuerdos adoptados por el Tribunal desde el día 1 de noviembre de 2017 hasta el día 22 de diciembre de 2017, fecha del ultimo de los publicados en la pagina electrónica del Tribunal, números del 109/2017 al 128/2017, se reseñan los que a continuación se relacionan:

a).- Acuerdo 117/2017, de 21 de noviembre, por el que se resuelve el recurso especial interpuesto frente a la modificación del contrato denominado “instalación, gestión y mantenimiento de un sistema de transporte individualizado mediante bicicletas en régimen de alquiler, así como para la instalación y explotación de soportes publicitarios de interés general y marquesinas en el término municipal de Zaragoza”.

La primera cuestión abordada por el Tribunal consiste en determinar la competencia del mismo para conocer del recurso planteado, dado el tipo de contrato y el contenido del acto recurrido. El Tribunal entiende que los actos de modificación contractual, si bien no están expresamente previstos en el articulo 40 TRLCSP, resultan subsumibles dentro del concepto amplio de “decisión” a efectos de recurso propugnada por la jurisprudencia  del TJUE, tal y como la nueva LCSP expresamente contempla. Asimismo entiende que si bien el contrato fue calificado como administrativo especial una incorrecta tipificación del mismo no puede eliminar la procedencia del recurso especial. La prestación encaja en el objeto de un contrato de servicios o dependiendo de la retribución en el de una concesión de servicios. Tanto la motivación esgrimida por la administración municipal para la modificación pretendida que radica en la búsqueda de  un reequilibrio económico del contrato, posibilidad unicamente prevista en el supuesto de las concesiones en tanto elemento ajeno a la gestión empresarial, como el Vocabulario Común de los Contratos Públicos abogan en este sentido,. Es por ello por lo que visto el importe de la modificación el Tribunal resulta competente para el conocimiento del recurso, dado que la calificación adecuada del contrato seria contrato de servicios o concesión de servicios, en función de la retribución.

La cuestión principal radica en determinar si es posible la modificación pretendida o es necesario un nuevo procedimiento contractual, al introducirse en el contrato inicial cambios fundamentales, referidos al ámbito de aplicación y al contenido de los derechos y obligaciones de las partes, que demuestren la intención de las partes de renegociar condiciones esenciales del contrato, tal y como se establece en la Directiva de contratación publica de 2014. En línea con la jurisprudencia comunitaria el Tribunal entiende que una modificación en modo alguno puede alterar el contenido esencial del contrato ya que con ello se quebraría el principio de igualdad de trato y de concurrencia y que una modificación puede considerarse sustancial cuando introduce condiciones que de haberse previsto inicialmente habrían permitido la participación de otros licitadores además de los admitidos o habrían permitido seleccionar una oferta distinta de la seleccionada. En todo caso corresponde al poder adjudicador la carga de la prueba de demostrar que un modificado no altera el sistema general de la licitación.

En el supuesto enjuiciado la modificación pretendida supone una alteración esencial del objeto del contrato y altera el sistema de retribución inicialmente previsto al introducir una compensación económica que no existía. Parafraseando al dictamen 150/2017 del Consejo Consultivo de Aragón el Tribunal entiende que el PCAP no permite la modificación de la forma de retribución ni del precio que necesariamente ha de obtenerse mediante ingresos de publicidad y las tarifas de los usuarios. La alteración de un modelo inicial de retribución mediante ingresos contingentes e inciertos por uno consistente en una retribución fija a cargo del Ayuntamiento es una alteración esencial que impide la posibilidad de ampliación del objeto mediante una modificación sustancial. 

El Ayuntamiento se ha limitado a motivar su resolución mediante una abstracta invocación al interés general, cuando la trascendencia de la misma hubiera justificado una valoración detallada de sus consecuencias y sus ventajas frente a otras opciones legales. En consecuencia no se cumplen los requisitos para admitir como valida la modificación resultando obligada, en su caso, una nueva licitación.

Por todo ello el Tribunal estima el recurso especial y declara la nulidad de la modificación.
b). Acuerdo 124/2017, de 15 de diciembre, por el que se resuelve el recurso especial interpuesto frente a los PCAP que rigen el contrato denominado “ Servicio de tiempo libre en centros de titularidad municipal”, promovido por el Ayuntamiento de Zaragoza”

Las cuestiones controvertidas esencialmente son:

Se prevé la atribución de un punto como mejora de la oferta por la tenencia de la certificación de calidad IS 9001. Frente a ello el TACPA entiende que as certificaciones de calidad constituyen medios idóneos de valoración de las empresas o licitadores pero no de las ofertas concretas que se presenten en las licitaciones. Por lo que no pueden ser consideradas en la fase de valoración de las ofertas entre los criterios de valoración, y el hecho de otorgarle una puntuación poco significativa en nada altera dicha circunstancia.

Asimismo se prevé que la falta de algún contenido del apartado “mejoras” entre ellas la certificación de calidad suponga la exclusión de la oferta. Nuevamente el Tribunal considera que el TRLCSP no se opone a la posibilidad de exigir que las certificaciones de calidad tengan un peso relevante en la selección del empresario, pero en la fase en que se ha previsto su ponderación es en la fase de la acreditación de la solvencia técnica o profesional. En consecuencia en ningún caso corresponde a la fase de valoración de las ofertas configurar la ausencia de la tenencia de un certificado de calidad como requisito de exclusión de la oferta.

Por otra parte se cuestiona la nulidad de las cláusulas que preven la subrogación. En concreto se observa una contradicción entre el convenio colectivo supuestamente aplicable a las relaciones laborales del personal que presta el servicio que se licita entre el Convenio colectivo del Sector ocio educativo y animación sociocultural y el convenio del sector de ludotecas y centros de tiempo libre. La contradicción resulta evidente y conllevaría la nulidad de las cláusulas, pero junto a ello el Tribunal entiende que los pliegos de una licitación publica no pueden exceder en su función regulatoria vinculada a la correcta ejecución del contrato y en lo concerniente a la subrogación es función consiste en dar la información a los licitadores de las condiciones de los contratos de los trabajadores a los que afecta la subrogación, en modo alguno regular cuestiones que corresponden a la legislación laboral.

Por ultimo, la cuarta cuestión controvertida, versa sobre la exigencia de que los profesionales adscritos a la ejecución del contrato cuenten con una determinada cualificación profesional como titulados en educación social o diplomados en magisterio, sin perjuicio de que quienes prestasen hasta ese momento los servicios objeto del contrato dispongan de un plazo de cuatro años para obtener el titulo de educadores sociales para continuar en el futuro prestando servicios en el ámbito del contrato.

El objeto del contrato es la prestación del servicio de tiempo libre en centros de titularidad municipal. A juicio del Tribunal la exigencia mencionada debe estar relacionada con el objeto del contrato y guardar una necesaria proporcionalidad que la justifique, ya que supone una limitación que se impone a las empresas concurrentes que previamente han sido declaradas solventes técnicamente para poder prestar el servicio. De la previsión transitoria para los trabajadores que en la actualidad prestan el servicio y que no cuentan con las titulaciones exigidas se desprende que el objeto del contrato hasta el momento no ha requerido una reserva a favor del personal que ostente exclusivamente dicha cualificación. Es por ello por lo que debe justificarse dicha exclusividad, circunstancia que no se produce en el supuesto analizado.

La proporcionalidad y la relación con el objeto del contrato son requisitos sine qua non para delimitar los requisitos de solvencia técnica o profesional. No existe duda que las titulaciones profesionales exigidas guardan relación el objeto del contrato, pero a juicio del Tribunal no es proporcional a las necesidades a satisfacer la exclusión de otras cualificaciones, tales como graduados en magisterio en sus distintas especialidades; técnicos superiores; animación sociocultural, mediación, integración social, actividades físicas… No existe justificación técnica en ese sentido y existen indicios de idoneidad en otras titulaciones a la vista de cómo se está prestando el servicio en la actualidad y como se permite su prestación por personal actual en los próximos cuatro años sin necesidad de disponer de la titulación exigida en el PCT.

En consecuencia estima el recurso y anula las cláusulas controvertidas.
IV.  INFORMES DE JUNTAS CONSULTIVAS DE CONTRATACIÓN ADMINISTRATIVA.

A) Estado

Órgano:   Junta Consultiva de Contratación Administrativa.
→ Expediente 1/2018, de 2 de marzo de 2018. Diversas cuestiones relacionadas con las notificaciones electrónicas. La Junta Consultiva de Contratación Pública del Estado considera lo siguiente: 

• En la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público, las notificaciones a las personas físicas también deben realizarse por medios electrónicos por aplicación de la DA 15ª fuera de los supuestos exceptuados en la propia norma. 
• El sistema de notificaciones electrónicas obligatorias, a través de las figuras de la dirección electrónica habilitada o de la comparecencia electrónica, es aplicable a todos los actos de notificación a que se refiere la Ley, ya se mencione expresamente en ellos o no la DA 15ª. 
• La dirección electrónica habilitada a que alude la DA 15ª de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público tiene el mismo concepto que la dirección de correo electrónico habilitada a que se refieren los artículos 51 y 140 de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público. 
• En el caso de las obras separadas a que alude la DA 3ª.7 la intención del legislador es ofrecer una tratamiento equivalente a los supuestos de obras adjudicadas por lotes, de modo que la adjudicación de cada prestación diferenciada se determinarán en función del valor acumulado del conjunto, teniendo en cuenta el valor global estimado de todos los contratos.
→ Expediente 2/2018, de 2 de marzo de 2018. Cuestiones sobre la tramitación electrónica de los procedimientos. La Junta Consultiva de Contratación Administrativa considera que, una vez que entre en vigor la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público, por la que se transponen al ordenamiento jurídico español las Directivas del Parlamento Europeo y del Consejo 2014/23/UE y 2014/24/UE, de 26 de febrero de 2014, en los procedimientos de licitación en los que resulte obligatoria la presentación de ofertas por medios electrónicos, no resulta de aplicación supletoria a la presentación de ofertas el trámite previsto en el artículo 68.4 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas, porque no existe una laguna legal que motive la aplicación del precepto y porque resulta incompatible con los principios de publicidad, transparencia, igualdad de trato y no discriminación que inspiran la regulación de los procedimientos de licitación regulados en la misma.
→ Expediente 3/2018, de 2 de marzo de 2018. Composición de las Mesas de Contratación. La Junta Consultiva de Contratación Administrativa considera que:
1. Conforme al artículo 326 de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público el acto de redactar efectivamente o de participar en el proceso de redacción de la documentación técnica del contrato es el que genera la prohibición de formar parte de la mesa de contratación. 2. La norma veda el acceso como miembro de la mesa al redactor de la documentación técnica del contrato y predica de los eventuales asesores una condición de independencia que no puede reconocerse en aquél. 3. La independencia que se ha de predicar de los asesores o expertos que presten asistencia a la mesa de contratación alude a una condición de ajenidad con respecto al órgano de contratación y, por tanto, no cabría calificar de independiente a quien formase parte de su estructura organizativa o se encontrarse bajo su dependencia orgánica o funcional.
4. Los informes de valoración de las proposiciones podrán ser emitidos por las personas que hayan participado en la redacción de la documentación técnica del contrato. 5. La Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público no cambia el régimen de actuación del Secretario de la mesa de contratación, que tendrá voz pero no voto en la misma.  
→ Expediente: 4/2018, de 2 de marzo de 2018. Clasificaciones contradictorias. Interpretación del artículo 80 de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público. La Junta Consultiva de Contratación Administrativa considera que:

1. La entrada en vigor de la ley supone que no será posible obtener ante otra Administración Pública (Estado o Comunidades Autónomas) una clasificación superior de aquella que previamente hubiera sido otorgada por otra comisión clasificadora con carácter previo. 
2. En el caso de que se produzca una solicitud de clasificación por parte de una empresa que disfrute de una clasificación ya otorgada por otra Administración Pública (Estado o Comunidades Autónomas) y que solicite una superior ante otra comisión clasificadora también competente, dicha petición ha de ser automáticamente denegada por no respetar lo dispuesto en el artículo 80 de la ley. 

3. La eficacia de  artículo 80 de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público no está condicionada a la entrada en vigor del desarrollo reglamentario a que alude el inciso final del apartado segundo del precepto.
→ Expediente: 5/2018, de 2 de marzo de 2018. Materia: Limitación de los contratos menores: cómputo del plazo. La Junta Consultiva de Contratación Administrativa considera que la aplicación del artículo 118 de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público supone que la limitación en él descrita, que debe interpretarse conforme a lo establecido en nuestro informe 41/2017, de 1 de marzo, debe asimismo valorarse teniendo en cuenta los contratos menores realizados conforme a la normativa precedente en el plazo del año inmediatamente anterior a la aprobación del gasto del nuevo contrato que ya está sujeto a la ley de 2017, sin que esto suponga la aplicación retroactiva de la nueva ley a los contratos anteriores.
→ Expediente 41/2017, de 2 de marzo de 2018. Interpretación del artículo 118.3 de la LCSP. La Junta Consultiva de Contratación Administrativa considera que:
• El artículo 118.3 de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público debe ser objeto de una interpretación teleológica que permite considerar que la finalidad del precepto es justificar en el expediente de contratación de los contratos menores que no se ha alterado indebidamente el objeto del contrato con el fin de defraudar los umbrales previstos para el contrato menor. 
• Esta conducta defraudadora queda prohibida en la ley cualquiera que sea el momento en que se produzca

• La ley no contempla una limitación a la celebración de contratos menores con un mismo operador económico cuando las prestaciones objeto de los mismos sean cualitativamente diferentes y no formen una unidad. Por ello, fuera de los casos de alteración fraudulenta del objeto del contrato, sí es posible celebrar otros contratos menores con el mismo contratista, pero en este caso habrá de justificarse adecuadamente en el expediente que no se dan las circunstancias prohibidas por la norma.
• Cuando entre dos contratos menores cuyas prestaciones sean equivalentes haya mediado más de un año, contado desde la aprobación del gasto, una vez que se haya hecho constar en el expediente el transcurso de este periodo de tiempo, no será necesario proceder a una ulterior justificación en el expediente de contratación del segundo contrato menor.  

→ Recomendación de la Junta Consultiva de Contratación Pública del Estado a los órganos de contratación en relación con diversos aspectos relacionados con la entrada en vigor de la ley de contratos del sector público. Marzo de 2018.
B) Cataluña

Órgano:   Junta Consultiva de Contratación Administrativa.

→ Informe 11/2017, de 19 de diciembre, de la Junta Consultiva de Contratación Administrativa de la Generalitat de Catalunya. Asunto: Prestaciones objeto de los encargos a medios propios que estos pueden contratar con terceros. La Junta considera que:

1. El texto refundido de la Ley de Contratos del Sector Público no establece la obligación de que los medios propios tengan que ejecutar la totalidad de los encargos que reciban por sí mismos, de manera que pueden contratar con terceros parte de la prestación encargada, sin que se establezca ningún límite expreso en este sentido, si bien deben disponer de medios adecuados para su realización.
2. La nueva Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público, sí que establece, con carácter general, un límite máximo del 50 por ciento de la cuantía del encargo que los medios propios pueden contratar con terceros. Por lo tanto, dado que dicho límite resultará operativo para todos los medios propios a partir del día 9 de marzo de 2018, fecha de entrada general en vigor de la Ley, se considera recomendable tomarlo ya ahora como referencia para cuantificar las prestaciones de un encargo que los medios propios pueden contratar con terceros.
→ Informe 10/2017, de 19 de diciembre, de la Junta Consultiva de Contratación Administrativa de la Generalitat de Catalunya. Asunto: Eventual concurrencia de la prohibición de contratar establecida en el artículo 60.1.g del Texto refundido de la Ley de Contratos del Sector Público, en una empresa respecto de un consorcio adscrito al Ayuntamiento del cual es concejal su administrador. De acuerdo con el artículo 178.2.d de la Ley Orgánica 5/1985, de 19 de junio, del Régimen Electoral General, la condición de concejal es incompatible con la de contratista de contratos financiados total o parcialmente por el Ayuntamiento del cual es cargo electo o por establecimientos de él dependientes, de manera que concurrirá la prohibición de contratar establecida en el artículo 60.1.g del TRLCSP, si se constata la efectiva existencia de dicha financiación, en los términos señalados en la consideración jurídica III de este Informe.
C) Galicia
Órgano: Junta Consultiva de Contratación Administrativa.
No hay Informes desde el último Seminario.
D) Andalucía
Órgano:   Comisión Consultiva de Contratación Administrativa.
No hay Informes desde el último Seminario.
E) Comunidad Valenciana
Órgano: Junta Superior de Contratación Administrativa.
→ Informe 10/2017 de 12 de diciembre de 2017. Fecha que debe ser tenida en consideración para valorar la concurrencia de la prohibición de contratar prevista en el art. 60.1.g de real decreto legislativo 3/2011, de 14 de noviembre, por el que se aprueba el texto refundido de la ley de contratos del sector público. Prohibición de contratar de los concejales salientes o en funciones. La Junta concluye:

Primera. Con el límite máximo de la fecha en que finalice el plazo de presentación de proposiciones en los procedimientos abiertos, restringido y negociado y en el diálogo competitivo, la fecha que debe ser tenida en consideración para valorar la no concurrencia de las circunstancias que originan la prohibición de contratar es la de la declaración responsable a la que se refiere el artículo 146.1, apartado c), del Texto Refundido de la Ley de Contratos del Sector Público1.

Segunda. La prohibición de contratar prevista en el artículo 60.1.g del Texto Refundido de la Ley de Contratos del Sector Público2 afecta a los concejales de una corporación local en tanto no cesen definitivamente en el ejercicio de sus funciones, así como a sus familiares y personas afines cuando se den las circunstancias establecidas en dicho artículo.

→ Informe 11/2017 de 12 de diciembre de 2017. Calificación del contrato de servicio de recogida de residuos sólidos urbanos, selectiva y voluminosa. Posible compensación de deudas entre el ayuntamiento y el contratista cuando ha habido incumplimientos por parte de éste. Modificación de un contrato para introducir prestaciones complementarias. La Junta concluye:

Primera. La modificación de un contrato administrativo de concesión de servicios adjudicado de conformidad con lo dispuesto en la Ley 30/2007, de 30 de octubre, de Contratos del Sector Público, después de la entrada en vigor de la modificación operada por la disposición final decimosexta de la Ley 2/2011, de 4 de marzo, de Economía Sostenible, sólo puede hacerse por razones de interés público, requiere en general que tal posibilidad esté recogida en los pliegos, en el anuncio de licitación o en el documento contractual y, en todo caso, no puede realizarse con el fin de adicionar prestaciones complementarias a las inicialmente contratadas o de ampliar el objeto del contrato, máxime si comprende suministros o servicios que pueden ser contratados independientemente.
Segunda. Con carácter general, la compensación de deudas recíprocas entre la Administración contratante y el contratista es posible y se rige, supletoriamente, por lo dispuesto en el Código Civil y, en su caso, por las normas tributarias o específicas que sean de aplicación. Ahora bien, en el supuesto sometido a consulta por el Ayuntamiento de Moncada no se dan  las circunstancias del art. 1196 del Código Civil  ni tampoco la situación de reciprocidad exigida en el artículo 1195 del mismo cuerpo legal para que pueda proceder tal compensación.
F) Aragón
Órgano: Junta Consultiva de Contratación Administrativa.
→ Informe 1/2018, de 11 de enero de 2018, de la Junta Consultiva de Contratación Administrativa de la Comunidad Autónoma de Aragón. Asunto: Prohibiciones de contratar de los concejales. El acto de “toma de posesión” implica la asunción por el concejal electo de la plena condición del cargo, y es el momento a partir del cual el concejal electo puede hacer efectivos los derechos y asume los deberes y obligaciones inherentes al cargo, de manera que es a partir de tal momento cuando podría incurrir en causa de prohibición de contratar con las administraciones públicas
→ Informe 2/2018, de 13 de febrero, de la Junta Consultiva de Contratación Administrativa de la Comunidad Autónoma de Aragón. Asunto: Integración de la solvencia de un licitador que concurre en UTE con medios externos. Alcance de la integración y repercusión de la misma en la delimitación subjetiva del contrato.  La Junta concluye:

1. La integración de la solvencia por medios externos regulada actualmente en el artículo 63 TRLCSP puede ser utilizada por los licitadores que concurren a un contrato en UTE, completando su solvencia con medios externos ajenos a los integrantes de la misma. Esta posibilidad está expresamente prevista en la nueva regulación de esta figura en el artículo 75 de la Ley 9/2017 de Contratos del sector público.  

2. La integración de solvencia por medios externos alcanza a todos los aspectos de la misma, es decir,  tanto solvencia económica como técnica, sin perjuicio de la posibilidad de limitación de dicho alcance por razón del carácter personalísimo de ciertos aspectos de la prestación. Esta posibilidad de limitación se reconoce expresamente en la nueva regulación de la materia requiriendo en todo caso su previsión en los pliegos.  

3. Los medios externos que acreditan la solvencia de un licitador pasan a formar parte del concepto de “operador económico” que contrata con la administración y por ello deben estar integrados en el contrato.
→ Informe 3/2018, de 13 de febrero, de la Junta Consultiva de Contratación  Administrativa de la Comunidad Autónoma de Aragón. Asunto: Incompatibilidad para la adjudicación de contratos menores.  

1. La regla de incompatibilidad que establece el art. 118.3 debe operar respecto de contratos menores de la misma tipología a aquél que pretenda adjudicarse de manera sucesiva, es decir, entre contratos menores de obras, entre contratos menores de servicios o entre contratos menores de suministros respectivamente, anteriores al nuevo contrato de obras, servicios o suministros que pretenda adjudicarse.   

2. Las normas especiales para la contratación del acceso a bases de datos y la suscripción a publicaciones consisten, en esencia, en aplicar para la adjudicación de dichos contratos las normas de procedimiento establecidas en la LCSP para los contratos menores, con las salvedades indicadas. 

3. La regla de incompatibilidad prevista en el art. 118.3 LCSP resulta de aplicación respecto a cada uno de los órganos de contratación, no respecto a la entidad respecto a la que varios de tales órganos puedan imputar sus actuaciones. 
4. La incompatibilidad para la adjudicación de nuevos contratos menores cuando se superen las cuantías establecidas en el art. 118.1 subsistirá durante el ejercicio o anualidad presupuestaria con cargo al cual se imputen los créditos que financiaron la ejecución de los contratos menores adjudicados con anterioridad.  
5. La incompatibilidad contenida en el art. 118.3 LCSP parte de la consideración de la contratación menor como un procedimiento contractual que permite la adjudicación directa. Sin embargo no bastará con cualquier publicidad o promoción de la concurrencia –en sí recomendables con carácter general- para sortear los límites establecidos para los contratos menores. La previsión legal de un procedimiento abreviado abierto sumario se hizo expresamente para canalizar contratos que en muchos casos pueden tramitarse por uno u otro procedimiento, como alternativa al contrato menor. En consecuencia, es la aplicación de un procedimiento que cumpla con los requerimientos establecidos por el legislador para el procedimiento abierto abreviado sumario, u otro con mayores garantías de publicidad y concurrencia, lo que evitará la aplicación de los límites cumulativos del art. 118. 
G) Canarias
Órgano: Junta Consultiva de Contratación Administrativa.
No hay Informes desde el último Seminario.
H) Baleares
Órgano: Junta Consultiva de Contratación Administrativa.

No se ha publicado ningún informe nuevo desde el último Seminario.

I) Madrid
Órgano: Junta Consultiva de Contratación Administrativa.

No se ha publicado ningún informe nuevo desde el último Seminario.

V. DICTÁMENES DEL CONSEJO DE ESTADO Y DEL CONSEJO CONSULTIVO DE ARAGON.

A) Consejo de Estado.

No se ha publicado ningún dictamen nuevo desde el último Seminario.

B) Consejo Consultivo de Aragón 

→ Dictamen 6/2018, de 6 de febrero de 2018, se dictamina informar con carácter favorable la propuesta de resolución, por incumplimiento imputable al contratista, del contrato de servicio de bar, en un inmueble propiedad municipal, sito en la Avenida Francisca Gil de la Riva, número 8, junto a la Casa Consistorial y el pabellón municipal, de Morés. 

→ Dictamen 32/2018, de 6 de febrero de 2018, se dictamina informar con carácter desfavorable, por inexistencia de mutuo acuerdo, la propuesta de resolución del contrato de obra de «Acondicionamiento de la carretera A- 1604. Tramo: Acceso a Boltaña. Clave: A-417-HU», suscrito entre el Consejero de Obras Públicas, Urbanismo y Transportes, y la empresa Vidal Obras y Servicios, S.A., en los términos indicados en el parágrafo 53, es decir, podría resolverse el contrato, o bien por pérdida sobrevenida de su objeto, o bien por la causa del artículo 220.e) de la LCSP, con los efectos señalados en el parágrafo 56. Todo ello sin perjuicio de la eventual declaración de la caducidad del trámite y de la iniciación de un nuevo procedimiento.
VI. OTROS DOCUMENTOS.

→ Constituido el Comité de Cooperación en materia de contratación pública. La  Ley 9/2017 de Contratos del Sector Público, crea en el seno de la Junta Consultiva el denominado Comité de Cooperación en materia de contratación pública, cuya finalidad principal es la de articular un espacio de coordinación y cooperación en áreas de acción común con las Comunidades Autónomas y con las Entidades Locales, así como elaborar la propuesta de Estrategia Nacional de Contratación Pública (sin que ello impida la aprobación de estrategias, coherentes con la primera, por parte de las Comunidades Autónomas para sus respectivos ámbitos territoriales).  La Ley 9/2017 regula en su artículo 329, su composición (cinco vocales de la Administración General del Estado, un representante por cada Comunidad y Ciudad Autónoma, y un representante de la asociación o federación de Entidades Locales con mayor implantación) funcionamiento y competencias. El Comité actúa en Pleno y en Secciones, siendo las Secciones previstas en la Ley, las siguientes: la relativa a la regulación de la contratación; la relativa a la información cuantitativa y estadística en materia de contratación pública; la relativa a la supervisión de la contratación pública; la relativa a la contratación pública electrónica; y la relativa a la supervisión del funcionamiento del Registro Oficial de Licitadores y Empresas Clasificadas del Sector Público.
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